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I. EL DERECHO POLÍTICO A MANIFESTAR Y SUS RESTRICCI ONES 
El derecho político a manifestar está establecido en el artículo 68 de la 

Constitución en los siguientes términos:  
 
“Artículo 68.- Los ciudadanos y ciudadanas tienen derecho a 
manifestar, pacíficamente y sin armas, sin otros requisitos que los que 
establezca la ley.  
Se prohíbe el uso de las armas de fuego y sustancias tóxicas en el 
control de manifestaciones pacíficas. La ley regulará la actuación de 
los cuerpos policiales y de seguridad en el control del orden 
público”.      

Esta norma, como lo ha explicado la Mesa de la Unidad Democrática, consagra 
un derecho que “forma parte de las garantías fundamentales para el funcionamiento de 
la democracia, pues permite la libre expresión de los reclamos o inquietudes de la 
ciudadanía y contribuye de esta manera a la formación de opinión pública y el control 
sobre los gobernantes.”1 Por ello se trata de un derecho político que en la forma cómo 
está consagrado, confirma el principio de la reserva legal en materia de regulación del 
ejercicio de derechos y garantías constitucionales, al sujetar expresamente su ejercicio, 
única y exclusivamente a los requisitos que establezca la ley, que en esta materia es la 
Ley de Partidos Políticos, Reuniones Públicas y Manifestaciones de 2010,2 la cual 
reformó la Ley del mismo nombre de 1964.3 En dicha Ley sólo se establecen los 
siguientes dos requisitos: 

Primero, conforme al artículo 43 de la Ley, el requisito de la “participación” 
previa (con 24 horas de anticipación) que los organizadores de manifestaciones deben 
formular ante la primera autoridad civil de la jurisdicción “con indicación del lugar o 

                                                           
1
   Véase  “Comunicado de la Mesa de la Unidad Democrática sobre inconstitucional y 

antidemocrático fallo del TSJ,” Caracas, 24 de abrió de 2014.  
2  Véase en Gaceta Oficial Nº 6.013 Extra. de 23 de diciembre de 2010. El principio de la reserva 
legal se ratifica en el  Artículo 41 de la Ley, en el cual se dispone que “Todos los habitantes de la 
República tienen el derecho de reunirse en lugares públicos o de manifestar, sin más limitaciones que 
las que establezcan las leyes”.  
3 Véase en Gaceta Oficial Nº 27.620 de 16 de diciembre de 1964. 
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itinerario escogido, día, hora y objeto general que se persiga,” a cuyo efecto “las 

autoridades en el mismo acto del recibo de la participación deberán estampar en el 

ejemplar que entregan a los organizadores, la aceptación del sitio o itinerario y 

hora.” (art.  43).  
 En caso de haber “razones fundadas para temer que la celebración simultánea 

de manifestaciones en la misma localidad pueda provocar trastornos del orden 

público,” la autoridad ante quien deba hacerse la participación puede disponer, “de 

acuerdo con los organizadores, que aquellos actos se celebren en sitios 

suficientemente distantes o en horas distantes.” En estos casos la autoridad civil debe 
dar “preferencia para la elección del sitio y la hora quienes hayan hecho la 

participación con anterioridad” (art. 44). 
Segundo, el requisito de la “autorización” previa que las asociaciones políticas 

deben solicitar ante la misma autoridad civil (primera autoridad civil de la jurisdicción 
) para la realización de manifestaciones en “sitios prohibidos” que “no afecten el 

orden público, el libre tránsito u otros derechos ciudadanos.” (art. 46). La 
determinación de esos “sitios prohibidos” para manifestaciones, corresponde hacerla a 
los gobernadores de estado y los alcaldes de municipios o de distritos metropolitanos, 
quienes deben fijar “periódicamente mediante resoluciones publicadas en las 

respectivas Gacetas, los sitios donde no podrán realizarse reuniones públicas o 

manifestaciones, oyendo previamente la opinión de los partidos.” (art. 46). 
La técnica de intervención administrativa establecida por el Legislador como 

mecanismo de restricción al ejercicio del derecho a manifestar, por tanto, en los 
mencionados artículos de la Ley de Partidos Políticos, Reuniones Públicas y 
Manifestaciones se basó en el establecimiento de dos grados de intervención 
administrativa según su incidencia en el ejercicio del derecho:  

Primero, una técnica de “participación” previa a la autoridad civil, al disponer 
el artículo 43 de la Ley que para ejercer el derecho político a manifestar, basta que los 
organizadores de la manifestación “notifiquen” o “participen” a la autoridad civil el 
evento, con “indicación de lugar o itinerario escogido, día, hora y objeto general” de 
la misma, limitándose la acción de la administración (la autoridad civil) a dar “recibo 
de la participación,” estampando en copia de la misma, “la aceptación del sitio o 

itinerario y hora.” La autoridad civil no tiene poder alguno para “autorizar” o no el 
ejercicio del derecho a manifestar, ni puede negar el ejercicio de tal derecho. La 
“aceptación” a la cual se refiere la norma no es en relación con el ejercicio del derecho 
(que sería lo propio de tratarse de una autorización) sino única y exclusivamente del 
“sitio o itinerario y hora” del evento. Ello es lo único que podría cuestionar la 
autoridad civil al dar recibo de la “participación.” El régimen del artículo 46 no es por 
tanto el de una “autorización” para el ejercicio del derecho político de manifestar, el 
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cual es libre, sino de una “notificación” previa al ejercicio del derecho, respecto de la 
cual no cabe aceptar o negar el ejercicio del derecho constitucional, siendo la 
“aceptación” mencionada en la Ley solo respecto del sitio o itinerario y hora. 

Segundo, una técnica de solicitud de una “autorización” a ser otorgada por 
parte de la autoridad civil, solo a solicitud de “asociaciones políticas” para el ejercicio 
del derecho político de manifestar en “sitios” que hubiesen sido previamente 
declarados como sitios prohibidos para realizar manifestaciones mediante actos 
administrativos de efectos generales dictados por la autoridad competente. En esos 
casos, conforme al artículo 46 de la ley, la prohibición no implica la negación del 
derecho a manifestar en tales sitios, sino que el ejercicio de dicho derecho est’a sujeto 
a la obtención de una autorización por parte de la autoridad administrativa 
correspondiente.  

Ese régimen de restricciones al derecho a manifestar que está en la Ley de 
2010, se estableció con la misma redacción en la Ley de 1964, en la cual estaba la 
misma distinción entre una “participación” y una “autorización” para supuestos 
distintos, como incluso lo advertimos hace ya cincuenta años, cuando recién se 
sancionó la Ley de 1964.4 

                                                           
4  En 1965, expresamos lo siguiente: “- La participación previa. “La ley, a pesar de que ha podido 
someter la realización de manifestaciones públicas al requisito de autorización o permiso previo por 
parte de la autoridad administrativa, sólo ha establecido la obligación para los organizadores de 
manifestaciones de participar, con veinticuatro horas de anticipación por lo menos, la realización de 
la manifestación, a la primera autoridad civil de la jurisdicción (Artículo 38 de la Ley de Partidos 
Políticos y artículo 129 de la Ley Electoral). Esta participación debe hacerse por escrito duplicado, 
donde debe indicarse el lugar o itinerario escogido para la manifestación, además del día, hora y 
objeto general que se persiga. // La primera autoridad civil de la jurisdicción en el mismo acto del 
recibo de la participación deberá estampar en el ejemplar que entregará a los organizadores, la 
aceptación del sitio o itinerario y hora. // Esta necesaria aceptación del lugar o itinerario y hora de la 
manifestación que se proyecta, implica la facultad de la Administración de objetarlos. Y en efecto, el 
artículo 39 de la ley establece que cuando hubiere razones fundadas para temer que la celebración 
simultánea de manifestaciones en la misma localidad pueda provocar trastornos del orden público, la 
autoridad ante quien deba hacerse la participación previa, podrá disponer, de acuerdo con los 
organizadores de las manifestaciones, que aquéllas se realicen en sitios suficientemente distantes o en 
horas distintas. En este caso, consagra el artículo 39 de la Ley de Partidos Políticos, "tendrán 
preferencia para la elección del sitio y la hora quienes hayan hecho la participación con anterioridad.”   
Para ello el artículo 40 de la Ley de Partidos Políticos prevé que la autoridad civil ' llevará un libro en 
el cual irá anotando, en riguroso orden cronológico, las participaciones de reuniones públicas y 
manifestaciones que vaya recibiendo. // En todo caso, la ley autoriza a las autoridades de policía para 
tomar todas las medidas preventivas, tendientes a evitar las manifestaciones para las cuales no se haya 
hecho la debida participación o las que pretendan realizarse en contravención de las disposiciones de 
la ley (art. 44). // - Limitaciones. La Ley consagra determinadas limitaciones a la realización de 
manifestaciones. Así, el artículo 43 de la misma prohíbe las manifestaciones de carácter político con 
uso de uniformes, estableciendo, además, que los infractores serán sancionados con arresto de quince 
a treinta días, sin perjuicio de las acciones a que dichos actos pudieren dar lugar. // Por otra parte se 
autoriza expresamente a los Gobernadores de la entidad política respectiva, para fijar periódicamente, 
mediante resoluciones publicadas en las respectivas Gacetas, y oyendo previamente la opinión de los 
partidos, los sitios donde no podrán realizarse manifestaciones (art. 41). Sin embargo, a solicitud de 
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II.  LA INTERPRETACIÓN “A LA CARTA,”  CONFORME A LO S 
DESEOS DEL GOBIERNO, MEDIANTE UNA SENTENCIA QUE 
RESOLVIÓ UN SUPUESTO “RECURSO DE INTERPETACIÓN DE 
NATURALEZA CONSTITUCIONAL Y LEGAL”  
La clara distinción, antes comentada, establecida en la Ley desde 1964, y el 

claro régimen general de la sola exigencia de una “participación previa” ante la 
autoridad civil para la realización de manifestaciones, ha sido radicalmente 
modificado por la Sala Constitucional del Tribunal Supremo de Justicia, 
supuestamente actuando como “máxima y última intérprete del Texto Fundamental,” 
mediante sentencia No. 276 de 23 de abril de 2014,5 dictada a solicitud del Alcalde del 
Municipio Guacara del Estado Carabobo, miembro del partido político oficial. 

En dicha sentencia, la Sala procedió a realizar una supuesta “interpretación 
abstracta” del artículo 68 de la Constitución, que es evidente que no requiere de 
interpretación – basta leer su texto - , solo para trastocar o mutar lo establecido en el 
artículo 43 de la Ley de Partidos Políticos, Reuniones Públicas y Manifestaciones, 
ejerciendo como legislador positivo. Para ello, la Sala procedió, inconstitucional e 
ilegítimamente, a “reformar” dicho artículo, estableciendo, como lo anunció el propio 
Tribunal Supremo en la “Nota de Prensa” que se publicó a raíz de la decisión 
adoptada, al contrario de lo que dice la norma, que: 

“resulta obligatorio para las organizaciones políticas así como para todos los 
ciudadanos, agotar el procedimiento administrativo de autorización ante la 
primera autoridad civil de la jurisdicción correspondiente, para poder ejercer 

cabalmente su derecho constitucional a la manifestación pacífica.”6 
Ello, por supuesto no es lo que establece el artículo 43 de la Ley. 
La solicitud de interpretación que se resolvió en la sentencia había sido 

formulada un mes antes por el Alcalde del Municipio Guacara del Estado Carabobo, 
asistido de abogado, en forma irregular, al presentar un “ Recurso de Interpretación 
de Naturaleza Constitucional y Legal,” no sobre el antes mencionado artículo 68 de 
la Constitución, que no tiene nada de dudoso o de ambiguo que amerite ser 
interpretado, sino en realidad sobre los artículos 41, 43, 44, 46 y 50 de la Ley de 

                                                                                                                                                                                     

las asociaciones políticas, la autoridad civil podrá autorizar manifestaciones en aquellos sitios 
prohibidos, cuando no afecten el orden público, el libre tránsito u otros derechos ciudadanos.” Véase 
en Allan R. Brewer-Carías, El régimen jurídico de la nacionalidad y ciudadanía venezolanas, 
Publicaciones del Instituto de Derecho Público, Universidad Central de Venezuela, Caracas 1965, pp. 
104 ss. Véase igualmente Allan R. Brewer-Carías, “Sobre las manifestaciones públicas,” en El 
Universal, Caracas 17 de septiembre de 2000, pp. 1-1 y 1-14, donde denunciábamos la conducta 
autoritaria de funcionarios del Estado al desconocer lo regulado en el artículo 68 de la Constitución. 
5 Véase en http://www.tsj.gov.ve/decisiones/scon/abril/163222-276-24414-2014-14-0277.HTML  
6  Véase Nota de Prensa de 24 de abril de 2014 en 
http://www.tsj.gov.ve/informacion/notasdeprensa/notasdeprensa.asp?codigo=11828  
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Partidos Políticos, Reuniones Públicas y Manifestaciones; cuando, como es sabido, la 
Sala Constitucional no tiene competencia para conocer de recursos de interpretación 
abstracta de las leyes, sino únicamente de la Constitución.  

La Sala Constitucional olvidó que en principio, solo el Legislador, es decir, la 
Asamblea Nacional, tiene competencia conforme a la Constitución, para “interpretar” 
con efectos generales las leyes, mediante su reforma; y excepcionalmente, las otras 
Salas del Tribunal Supremo de Justicia, en relación con las leyes, en los casos de 
ejercicio de recursos de interpretación de la leyes conforme a lo establecido en el 
artículo 31.15 de la Ley Orgánica del Tribunal Supremo de Justicia. Por ello, la Sala, 
consciente de su irregular proceder, al tratar de justificar la usurpación en la que 
estaba incurriendo, indicó en la sentencia que “la Sala Constitucional ha sido siempre 
muy cuidadosa de no usurpar con su interpretación competencias de otras Salas (por 
ejemplo, el recurso de interpretación de textos legales),” lo que no pasó de ser una 
afirmación vacía, pues lo que hizo con su sentencia fue precisamente eso: usurpar la 
competencia de las otras Salas y, además, del Legislador. 

En este caso, en efecto, no se ejerció recurso de interpretación “constitucional” 
alguno (pues la norma del artículo 68 no requiere de interpretación), ni tampoco el 
recurso de interpretación “de leyes” previsto en la norma referida (art. 31.15 de la ley 
Orgánica del Tribunal), ni la Sala hizo siquiera referencia a dicha norma.  

En este caso, en concreto, lo que el Alcalde recurrente solicitó de la Sala 
Constitucional – como una especie de procedimiento de interpretación a la carta - fue 
que mediante el conocimiento de un “recurso de interpretación de la Constitución,” le 
precisara si, conforme al artículo 43 de la Ley de Partidos Políticos, el sello que debía 
ponerle la autoridad municipal a la participación de realización de una manifestación 
como “aceptación del sitio o itinerario y hora” de la misma, significaba que el 
Alcalde podía denegar la realización de la manifestación, como si se tratase de una 
solicitud de “autorización previa” que debía otorgar la autoridad municipal para la 
realización de cualquier manifestación, y no de tomar conocimiento de una 
participación, como lo dispone la Ley.  

En definitiva el Alcalde, en su recurso de interpretación de la Constitución, lo 
que destacó fue que del artículo 43 de la Ley y de todas las otras normas legales 
citadas, le surgía una supuesta “duda” en cuanto a la “posibilidad autorizatoria” 
establecida en todas esas normas. Por eso, al final de su argumentación, como lo 
destacó la Sala, el Alcalde se limitó a identificar su recurso como un “Recurso de 
Interpretación Legal” para que la Sala “declare con certeza  -otorgando la debida 
Seguridad Jurídica- el contenido y alcance del artículo 68 de la Constitución de la 
República Bolivariana de Venezuela y de los artículos 41, 43, 44, 46, 50  de la Ley de 
Partidos Políticos, Reuniones Públicas y Manifestaciones.” 
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Para justificar su supuesta competencia para conocer del recurso de 
interpretación intentado, la Sala citó su sentencia Nº 1077 del 22 de septiembre de 
2000 (caso: Servio Tulio León),7  en la cual ella misma auto-determinó su competencia 
“para interpretar el contenido y alcance de las normas y principios constitucionales, 
de conformidad con lo establecido en el artículo 335 de la Constitución, en 
concordancia con el artículo 336” de la misma; es decir, solo de normas y principios 
constitucionales, no de normas legales. Tal y como lo precisó en otra sentencia, 
también citada por la Sala, la interpretación que puede hacer la Sala Constitucional es 
de una norma que “esté contenida en la Constitución (sentencia Nº 1415/2000 del 22 
de noviembre caso: Freddy Rangel Rojas, entre otras) o integre el sistema 
constitucional (sentencia Nº 1860/2001 del 5 de octubre, caso: Consejo Legislativo del 

Estado Barinas).” Precisamente por esa limitante, la Sala señaló que en el caso 
sometido a su consideración, se había solicitado “la interpretación del artículo 68 de la 
Constitución de la República Bolivariana de Venezuela con el objeto de determinar su 

contenido y alcance, así como de los artículos 41, 43, 44, 44, 46 y 50 de la Ley de 

Partidos Políticos, Reuniones Públicas y Manifestaciones.”  
Ello, por supuesto, no fue más que una confesión de que el objeto del recurso 

no era la interpretación del artículo 68 de la Constitución, que nada tiene de dudoso o 
ambiguo, sino solo determinar el contenido y alcance de unas normas legales. El 
Alcalde recurrente en realidad no señaló la existencia de ninguna “ambigüedad sobre 
el contenido y alcance del artículo 68 de la Constitución” como falsamente indicó la 
Sala, de manera que la cita del artículo 68 no fue más que una simple excusa para que 
la Sala procediera, ilegítima e inconstitucionalmente, a legislar, con el pretexto de 
interpretar los artículos 41, 43, 44, 46 y 50 de la Ley de Partidos Políticos, Reuniones 
Públicas y Manifestaciones, considerando que “a pesar de tener tales disposiciones 
rango legal, ellas guardan una estrecha vinculación con la norma constitucional.” 
Usurpó así la Sala las competencias y funciones del legislador. 

La ilegítima actuación de la Sala Constitucional se confirma por el hecho de 
que para “justificar” su competencia, la Sala citó los artículos 25.17 y 31.3 de la Ley 
Orgánica del Tribunal Supremo de Justicia, incurriendo en realidad en una nueva 
confesión de “incompetencia,” pues si bien la primera norma le atribuye a la Sala 
competencia para “conocer la demanda de interpretación de normas y principios que 

integran el sistema constitucional,” la segunda norma sólo contiene una atribución 
común de todas las Salas para “conocer los juicios en que se ventilen varias 
pretensiones conexas, siempre que al Tribunal esté atribuido el conocimiento de 

                                                           
7
 Véase en Revista de Derecho Público,  N°83, Editorial Jurídica Venezolana, Caracas  2000, pp. 247 

ss. 
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alguna de ellas.” En este caso, por supuesto, no había varias pretensiones, sino una 
sola claramente de interpretación de una ley, que no podía ni puede asumir la Sala 
Constitucional. Por lo demás, admitir este simple razonamiento para justificar la 
competencia de la Sala significa que la misma podría conocer de cualquier 
interpretación de cualquier norma legal, en forma abstracta, bastando mencionar 
alguna norma constitucional que en última instancia pueda ser el sustento del orden 
jurídico.  

La decisión, además, se adoptó sin “proceso” judicial alguno, desconociendo el 
artículo 257 de la Constitución que considera que el “proceso constituye un 
instrumento fundamental para la realización de la justicia,” y fue dictada en un 

“procedimiento” clandestino en el cual no hubo contradictorio alguno, pues la Sala lo 
decidió como un “asunto de mero derecho”, “sin necesidad de abrir procedimiento 
alguno,” violando el derecho ciudadano a la participación, y además, sin convocar 
mediante edicto a los interesados, es decir a la ciudadanía en general, a las 
organizaciones políticas o al menos a los otros 337 Alcaldes del país. Recuérdese que 
el procedimiento relativo al recurso de interpretación constitucional está expresamente 
regulado en la Ley Orgánica del Tribunal Supremo de Justicia (artículos 128 y 166) y, 
en ninguna parte, como es lógico, está prevista la posibilidad de una interpretación sin 
juicio previo. 

Violó, así, la Sala, con su decisión, los principios más elementales del debido 
proceso que garantiza el artículo 49 de la Constitución. 

. 
III. LA INCONSTITUCIONAL “REFORMA” DE LA LEY DE PAR TIDOS 

POLÍTICOS, REUNIONES Y MANIFESTACIONES PÚBLICAS 
MEDIANTE UNA ILEGITIMA “INTERPRETACIÓN” O 
“MUTACIÓN” POR PARTE DE LA SALA CONSTITUCIONAL 
 Para supuestamente “determinar el alcance y el contenido del artículo 68 de la 

Constitución” que en realidad resultó ser una mutación, no del texto constitucional, 
sino del artículo 44 y siguientes de la Ley de Partidos Políticos, Reuniones Públicas y 
Manifestaciones en cuanto a “la actuación de los Alcaldes como primeras autoridades 
político territoriales frente al requerimiento de manifestaciones públicas dentro de sus 
referidos Municipios”; la Sala, en su sentencia, citó su anterior decisión Nº 1309 del 
19 de julio de 2001 (caso: Hermann Escarrá), en la cual había “explicado” el sentido 
de la interpretación constitucional, e interpretado “la noción y alcance de su propia 
potestad interpretativa,” indicando, en definitiva, que el artículo 68 constitucional 
establecía el derecho a la manifestación pacífica, como uno de los  derechos políticos 
de los ciudadanos, afirmando sin embargo, que “no es un derecho absoluto,” sino que 
“admite válidamente restricciones para su ejercicio… al limitar su ejercicio a las 
previsiones que establezca la Ley,” lo que no es novedad alguna ya que es como reza 
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el texto mismo del artículo 68. Es precisamente por ello que la Ley de Partidos 
Políticos, Reuniones Públicas y Manifestaciones prevé “una serie de disposiciones de 
cumplimiento obligatorio no sólo para los partidos políticos, sino también para todos 
los ciudadanos, cuando estos decidan efectuar reuniones públicas o manifestaciones.” 
Realmente nada nuevo, se insiste, “descubrió” la Sala, pues la posibilidad de 
establecer restricciones al derecho a manifestar mediante las leyes es texto expreso en 
el artículo 68 de la Constitución. 

Es decir, en cuanto al artículo 68 de la Constitución, nada “interpretó” la Sala 
sobre “su alcance y contenido” que no fuera decir lo que sin duda y sin ambigüedad 
alguna la propia norma dice en forma expresa, es decir, que el derecho a manifestar 
está sometido a los requisitos que establezca la ley. Dicha norma, por tanto, en 
términos de la propia sentencia no requería interpretación alguna.  

Y en cuanto al verdadero objeto de la sentencia, que era “interpretar” la Ley de 
Partidos Políticos, Reuniones Públicas y Manifestaciones para “reformarla” o 
“mutarla,” la Sala confesó que se limitaba “a efectuar dos precisiones” para lo cual, se 
insiste, carecía de competencia: 

“1.- La verificación del contenido de los artículos  41, 43, 44, 46 y 50 de la Ley 
de Partidos Políticos, Reuniones Públicas y Manifestaciones, publicada en la 
Gaceta Oficial Nº 6.013 Extraordinario del 23 de diciembre de 2010 a la luz de 
lo dispuesto en el artículo 68 de la Constitución de la República Bolivariana de 
Venezuela, y de los planteamientos del solicitante de autos.”[…] 
“2.- Aclarar las dudas que tiene el accionante sobre el procedimiento pautado 
en la Ley de Partidos Políticos, Reuniones Públicas y Manifestaciones, 
publicada en la Gaceta Oficial de la República Bolivariana de Venezuela Nº 
6.013 Extraordinario del 23 de diciembre de 2010.” 

1.  La supuesta verificación del contenido de normas legales  
En cuanto a la “verificación del contenido” de los artículos  41, 43, 44, 46 y 50 

de la Ley de Partidos Políticos, Reuniones Públicas y Manifestaciones, la Sala 
“descubrió” que efectivamente con dichas normas el legislador había dado 
cumplimiento al artículo 68 de la Constitución, regulando el “ejercicio del derecho a 
la protesta pacífica de una manera pormenorizada,” previendo “las pautas adecuadas 
para el ejercicio cabal y efectivo del derecho a la manifestación pacífica sin que ello 
implique en modo alguno una limitación total y absoluta de su ejercicio.” La Sala 
expresó esto solo para realizaren forma ilegítima e inconstitucional una “reforma” de 
la Ley, al “verificar” de manera completamente errada la supuesta previsión de: “el 
lapso del cual disponen los organizadores para solicitar autorización para realizar la 

reunión pública o manifestación (veinticuatro horas de anticipación a la actividad).” 
Con esta sola “verificación” inicial, la Sala Constitucional trastocó la normativa legal, 
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y “convirtió” una “participación” que debe ser hecha a la autoridad civil por los 
organizadores de una manifestación, que es lo previsto en el artículo 43 de la Ley, en 
supuesta solicitud de “autorización” por parte de los mismos ante dicha autoridad, que 
no está regulada en el artículo 43 de la Ley, cambiando de raíz el régimen legal para el 
ejercicio del derecho político a manifestar. 

En su ilegítima “verificación” del contenido de las normas legales citadas, la 
Sala Constitucional, por supuesto, se cuidó de no “verificar” que al contrario del 
artículo 43 de la Ley que solo prevé un “participación,” en el artículo 46 de la misma 
Ley sí se establece un régimen de “autorización” de manifestaciones cuando se prevea 
realizarlas en sitios prohibidos. Es decir, la Sala en su ilegítima “verificación” del 
contenido de las normas que pretendió “interpretar,” no hizo la distinción que sí hizo 
el legislador entre una “participación” a la autoridad para ejercer un derecho y una 
“solicitud de autorización” previa para poder ejercer un derecho. La distinción es 
abismal, pero la Sala se cuidó de no darse cuenta de ella, y convirtió la “participación” 
en una solicitud de autorización, ignorando el texto expreso de la Ley.  

2. El supuesto esclarecimiento de las “dudas” del Alcalde recurrente 
En segundo lugar, después de supuestamente “verificar” el contenido del 

artículo 43 de la Ley de Partidos Políticos, Reuniones Públicas y Manifestaciones, 
trastocando su contenido y reformándolo, la Sala pasó en su sentencia a 
supuestamente  “aclarar las dudas que tiene el accionante sobre el procedimiento 
pautado” en la Ley, que desde el comienzo calificó erradamente como “procedimiento 
de autorización,” ignorando deliberadamente que era una simple notificación o 
participación. 

A.  Primera duda sobre la “existencia” de una autorización para 
ejercer el derecho político  a manifestar, no prevista en la Ley 

Así, frente a la supuesta primera “duda” del Alcalde recurrente y su abogado, 
sobre si “para ejercer el derecho a manifestar, en los términos previstos en el artículo 
68  de la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela, debe el o los 
manifestantes solicitar autorización,” la Sala Constitucional concluyó pura y 
simplemente, como lo anunció en su “Nota de Prensa” sobre la sentencia, antes 
indicada, que supuestamente de acuerdo con la Ley:  

“resulta obligatorio para los partidos y/o organizaciones políticas así como para 
todos los ciudadanos, -cuando estos decidan efectuar reuniones públicas o 
manifestaciones- agotar el procedimiento administrativo de autorización ante 

la primera autoridad civil de la jurisdicción correspondiente, para de esta 

manera poder ejercer cabalmente su derecho constitucional a la manifestación 

pacífica.” 
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Es decir, una técnica de notificación o participación para establecer el lugar o 
itinerario y hora del ejercicio de un derecho constitucional, lo convirtió la Sala en una 
técnica autorizatoria para el ejercicio del derecho que no está establecida legalmente 

B.  Segunda duda sobre el alcance de la “autorización” para el ejercicio 
del derecho a manifestar como “limitación” legal al mismo  

En la misma línea de distorsión y reforma de la Ley, frente a la segunda “duda” 
del Alcalde recurrente y su abogado, sobre si “constituye la autorización -de ser 
necesaria- un requisito legal o limitación legal al derecho a manifestar al que hace 
referencia tanto el artículo 68 de la  Constitución de la República Bolivariana de 
Venezuela como el artículo 41 de la Ley de Partidos Políticos, Reuniones Públicas y 
Manifestaciones, respectivamente,” la Sala sostuvo que  

“ la autorización emanada de la primera autoridad civil de la jurisdicción de 
acuerdo a los términos de la Ley de Partidos Políticos, Reuniones Públicas y 
Manifestaciones, constituye un requisito de carácter legal, cuyo incumplimiento 
limita de forma absoluta el derecho a la manifestación pacífica, impidiendo así 
la realización de cualquier tipo de reunión o manifestación.” 
Es decir, una simple “notificación” o “participación” previa como requisito 

para el ejercicio de un derecho constitucional, lo convirtió la Sala en una “limitación 
absoluta” al derecho mismo a la manifestación pacífica, “regulando” contra legem que 
el mismo simplemente no puede ejercerse sin dicha autorización, “impidiendo así la 
realización de cualquier tipo de reunión o manifestación” sin la obtención de la 
misma. 

De allí, la conclusión a la cual llegó la Sala, de que “cualquier concentración, 
manifestación o reunión pública que no cuente con el aval previo de la autorización 

por parte de la respectiva autoridad competente para ello, podrá dar lugar a que los 
cuerpos policiales y de seguridad en el control del orden público a los fines de 
asegurar el derecho al libre tránsito y otros derechos constitucionales (como por 
ejemplo, el derecho al acceso a un instituto de salud, derecho a la vida e integridad 
física), actúen dispersando dichas concentraciones con el uso de los mecanismos más 
adecuados para ello, en el marco de los dispuesto en la Constitución y el orden 
jurídico.”  

Con ello, el Juez Constitucional le dio carta blanca a la represión de las 
manifestaciones, violando no sólo el contenido del artículo 68 de la Constitución,8 

                                                           
88  Como lo destacó el Programa Venezolano de Educación Acción en Derechos Humanos (Provea): 
“con esta decisión, el máximo Tribunal del país avala la represión por parte de los cuerpos armados 
del Estado contra los ciudadano.” Véase Nota de Prensa, “La Sala Constitucional del Tribunal 
Supremo de Justicia suprimió, mediante una sentencia publicada  ayer, las garantías para el ejercicio 
del derecho a la manifestación pacífica, tal como lo consagra la Constitución Nacional y la Ley de 
Partidos Políticos, Reuniones Públicas y Manifestaciones,” en el nacional web 25 de abril 2014.               
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sino además, el derecho constitucional de reunión, ya que en su sentencia no sólo se 
refirió a manifestaciones, sino a “cualquier concentración” o “reunión,” por lo cual la 
Sala con su sentencia también violó el artículo 53 de la Constitución Nacional, que 
garantiza el derecho de “toda persona […] de reunirse, pública o privadamente, sin 

permiso previo, con fines lícitos y sin armas. Las reuniones en lugares públicos se 
regirán por la ley".    

C.  Tercera duda sobre los poderes del Alcalde para aprobar, 
modificar o negar la “autorización” para el ejercicio del derecho 
político  a manifestar 

 En cuanto a la tercera “duda” del Alcalde recurrente, sobre si “el órgano 
administrativo que actúe en el marco de la Ley de Partidos Políticos, Reuniones 
Públicas y Manifestaciones, específicamente con base  en los artículos 43, 44, 46 y 50 
de esa ley, puede denegar, modificar o aprobar esa autorización mediante acto 
administrativo expreso,” la Sala, siguiendo el “nuevo régimen legal” que estableció en 
su sentencia, concluyó que “la primera autoridad civil de la jurisdicción -donde se 
desee realizar la concentración, manifestación o reunión pública- no se encuentra 
limitada a los términos en que se efectúe la solicitud, pudiendo no sólo negar la 
autorización, sino también modificarla en caso de acordarla o autorizarla en cuanto a 
la indicación del lugar y el itinerario escogido (el  día y  hora).”  

La Sala, sin embargo, recordó que en su arbitraria “nueva regulación” no podía 
soslayar la obligación de la autoridad administrativa de motivar sus actos 
administrativos conforme a lo que dispone la ley Orgánica de Procedimientos 
Administrativos, por lo que al menos dispuso que el pronunciamiento que en relación 
con la “solicitud de autorización” haga la autoridad civil, éste “deberá ser emitido 
mediante acto administrativo expreso, en el cual se haga alusión a las razones o 
fundamentos de su decisión.”   

 D.  Cuarta duda sobre los poderes del Alcalde en relación con el 
contenido de sus decisiones en materia de “autorización” de 
manifestaciones 

En cuanto a la cuarta “duda” del Alcalde recurrente sobre si la autorización en 
materia de manifestaciones públicas “tiene como finalidad autorizar o no la 
manifestación pública o versa solamente acerca  de la posibilidad que tiene la 
autoridad de señalar el sitio donde deba realizarse la reunión o manifestación pública,” 
de nuevo, violentando lo dispuesto en el artículo 44 de la Ley de Partidos Políticos, 
Reuniones Públicas y Manifestaciones, la Sala Constitucional le precisó al Alcalde 
recurrente que la supuesta “autorización “prevista en la Ley” – que como resulta de la 
norma no está prevista -, comprendería “dos aspectos importantes” que son: primero, 
el “relacionado con la habilitación propiamente dicha para permitir la concentración, 
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reunión pública o manifestación y el segundo, vinculado con las condiciones de modo, 
tiempo y lugar en que se podrá llevar a cabo dicha actividad.”  

Con ello, la Sala, usurpando de nuevo la función legislativa, reguló en contra de 
lo dispuesto en el texto del artículo 43 de la Ley, amplios poderes de limitación del 
derecho constitucional por parte de la autoridad municipal no previstos en ley alguna. 

  E.  Quinta duda sobre los poderes de orden público de la policía 
municipal para reprimir las manifestaciones públicas 

En cuanto a la quinta “duda” del Alcalde recurrente sobre las “facultades que 
en materia de orden público posee el órgano competente si fuesen desobedecidas las 
limitaciones o condiciones al derecho de manifestar,” la Sala Constitucional se refirió 
a la previsión constitucional que atribuye a los Municipios competencia en materia de 
policía (art. 178.7), y a las previsiones de la Ley Orgánica del Servicio de Policía y del 
Cuerpo de Policía Nacional Bolivariana de 2009 (artículos 34.4, 44 y 46), sobre los 
servicios de policía municipal para el mantenimiento del orden público en materias 
propias del municipio y de protección vecinal; imponiéndole de paso, a las policías 
municipales,” la “obligación de coadyuvar con el resto de los cuerpos de seguridad 
 (policías estadales, Policía Nacional Bolivariana y Guardia Nacional Bolivariana) en 
el control del orden público que resulte alterado con ocasión del ejercicio ilegal del 
derecho a la manifestación.”  

La Sala en esta forma, como lo destacó la Mesa de la Unidad Democrática, 
“alude con amplitud y generosidad o laxitud a los poderes policiales destinados a 
disolver reuniones o concentraciones en espacios públicos, mientras que omite la 
referencia a los principios constitucionales e internacionales que limitan el control 
policial de cualquier manifestación pacífica, autorizada o no,”9 procediendo además, a 
igualar la acción de las policías municipales a las policías nacional y estadal, e 
incluso, a las fuerzas militares, para la utilización de medios represivos que no les está 
permitido utilizar. Lo que la Sala ha pretendido es “legalizar” un Estado represivo que 
es contrario a la Constitución, que fue el que se quiso incorporar en la reforma 
constitucional de 2007, que fue rechazada por el pueblo.10     

 F.  Sexta duda sobre los poderes sancionatorios en materia de 
desobediencia a las limitaciones impuestas al derecho a manifestar 

En cuanto a la sexta “duda” del Alcalde recurrente sobre las “facultades 
sancionatorias que posee el órgano competente si fuesen desobedecidas las 

                                                           
9
  Véase  “Comunicado de la Mesa de la Unidad Democrática sobre inconstitucional y antidemocrático 

fallo del TSJ,” Caracas, 24 de abril de 2014 
10 Véase Allan R. Brewer-Carías, Hacia la consolidación de un Estado Socialista, Centralizado, 
Policial y Militarista. Comentarios sobre el sentido y alcance de las propuestas de reforma 
constitucional 2007, Colección Textos Legislativos, No. 42, Editorial Jurídica Venezolana, Caracas 2007 
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limitaciones o condiciones al derecho a manifestar,” la Sala Constitucional le indicó 
que:  

“ante la desobediencia de la decisión tomada por la primera autoridad civil de 
la jurisdicción, bien por el hecho de haberse efectuado la manifestación o 
reunión pública a pesar de haber sido negada expresamente o por haber 
modificado las condiciones de tiempo, modo y lugar que fueron autorizadas 
previamente, la referida autoridad deberá remitir al Ministerio Público, a la 
mayor brevedad posible toda la información atinente a las personas que 
presentaron la solicitud de manifestación pacífica, ello a los fines de que 
determine su responsabilidad penal por la comisión del delito de desobediencia 
a la autoridad previsto en el artículo 483 del Código Penal, además de la 
responsabilidad penal y jurídica que pudiera tener por las conductas al margen 
del Derecho, desplegadas durante o con relación a esas manifestaciones o 
reuniones públicas.”         
Con ello, lo que logró la Sala Constitucional fue, ni más ni menos, que 

“regularizar” la criminalización de la protesta,11 para justificar la represión, haciendo 
de los Acaldes cómplices obligatorios de tácticas persecutorias; y siempre con la 
“espada de Damocles” establecida por la propia Sala en las decisiones de marzo de 
2014, de los casos de revocación del mandato de los Alcaldes de San Diego y San 
Cristóbal por supuesto desacato, de que ante cualquier acción de amparo que se 
intente contra ellos porque no persiguen y denuncian penalmente, suficientemente, a 
los manifestantes “desobedientes,” entonces ellos mismos pueden ser encarcelados y 
despojados de su investidura popular en un juicio sumario por la propia Sala 
Constitucional. 

IV.  LA VIOLACIÓN DEL PRINCIPIO DE LA PROGRESIVIDAD  EN 
MATERIA DE DERECHOS HUMANOS  
Como puede derivarse de lo anteriormente señalado, y de cómo la Sala 

Constitucional, al resolver el “recurso de interpretación” intentado (sin decir si era de 
la Constitución o de la Ley), y que buscaba una “reforma” o “mutación” legal “a la 
carta”; en una forma evidentemente regresiva y limitante, al supuestamente precisar 
“el contenido y alcance del artículo 68 de la Constitución […], así como las dudas 
generadas con ocasión de la aplicación de los artículos 41, 43, 44, 46 y 50 de la Ley 

                                                           
11  Al contrario, como con razón ha señalado Provea que “Los derechos consagrados en nuestra Carta 
Magna no pueden ser convertidos en delitos por la acción arbitraria de las instituciones del Estado, la 
protesta es un mecanismo legítimo que tienen los ciudadanos en las sociedades democráticas para 
reclamar y conquistar derechos o para defenderse frente a los posibles abusos de poder.” Véase Nota 
de Prensa, “La Sala Constitucional del Tribunal Supremo de Justicia suprimió, mediante una sentencia 
publicada  ayer, las garantías para el ejercicio del derecho a la manifestación pacífica, tal como lo 
consagra la Constitución Nacional y la Ley de Partidos Políticos, Reuniones Públicas y 
Manifestaciones,” en el nacional web 25 de abril 2014 - 
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de Partidos Políticos, Reuniones Públicas y Manifestaciones,” en realidad, además de 
usurpar las funciones del Legislador, asumiendo ilegítimamente una función de 
“legislador positivo” que no tiene, lo que hizo fue violar el artículo 19 de la 
Constitución. 

Esta norma, en efecto, como la misma Sala Constitucional lo declaró en otros 
tiempos:  “reconoce de manera expresa el principio de progresividad en la protección 
de los derechos humanos,” conforme al cual no solo “el Estado se encuentra en el 
deber de garantizar a toda persona natural o jurídica, sin discriminación de ninguna 
especie, el goce y ejercicio irrenunciable, indivisible e interdependiente de tales 
derechos,” sino que “tal progresividad se materializa en el desenvolvimiento sostenido, 

con fuerza extensiva, del espectro de los derechos fundamentales en tres dimensiones 

básicas, a saber, en el incremento de su número, en el desarrollo de su contenido, y 

en el fortalecimiento de los mecanismos institucionales para su protección. En este 
ámbito cobra relevancia la necesidad de que la creación, interpretación y aplicación de 
las diversas normas que componen el ordenamiento jurídico, se realice respetando el 

contenido de los derechos fundamentales.”12  
Por ello, en otra sentencia  (sentencia N°1.654/2005, del 13 de julio de 2005), 

la misma Sala Constitucional expresó que “la progresividad de los derechos humanos 
se refiere a la tendencia general de mejorar cada vez más la protección y el 

tratamiento de estos derechos;” lo que luego volvió a ratificar en sentencia No. 74 de 
25 de enero de 2006, al recordar que:  “mal podría esta Sala, cúpula de la jurisdicción 
constitucional, olvidar que, de conformidad con el principio de progresividad de los 
derechos fundamentales que recoge el artículo 19 de la Constitución, el Constituyente 

lo que puede es mejorar y ampliar la protección y el tratamiento de estos derechos, no 

así lograr su mutación en detrimento de su contenido y atributos.”13 

Con mayor razón, ese es también el principio que ha de regir respecto de las 
sentencias de la Sala Constitucional, como máxima intérprete de la Constitución, en el 
sentido de que mediante las mismas no pueden mutar las disposiciones legales en 
detrimento del contenido y atributos de los derechos, como ocurrió con el derecho a 
manifestar.14 Al contrario, en este caso, como lo resumió José Ignacio Hernández, “la 

                                                           
12  Véase sentencia No 1114 de 25-5-2006, Caso: Lisandro Heriberto Fandiña Campos, en Revista de 
Derecho Público N° 106, Caracas 2006, pp. 138 ss. 
13  Véase sentencia No. 74  de 25-1-2006, Caso: Acción Democrática vs. Consejo Nacional Electoral 
y demás autoridades electorales, en Revista de Derecho Público,  N° 105, Caracas 2006, pp. 124 ss. 
14 Cuán diferente fue, por ejemplo, la posición del Tribunal Constitucional Español, cuando en 
sentencia STC 36?1982, al interpretar la Ley 17/1976 sobre  reuniones en lugares de transito público, 
que establecía el requisito de autorización, a la luz del artículo 21 de la Constitución de 1978 que nada 
disponía en tal sentido, interpretó conforme al principio de la progresividad, que de lo que se trataba 
era sólo de una “comunicación”. Véase las referencias en José Luis López González, “El derecho de 
reunión y manifestación en a jurisprudencia del Tribunal Constitucional,” en  Revista de Estudios 
Políticos (Nueva Etapa), No. 96, Madrid 1997, pp. 179 ss. 
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Sala Constitucional creó una prohibición que impide el derecho a manifestar sin 
autorización. Además, advirtió que obviar esa autorización implica un delito penal. Es 
decir, los ciudadanos pueden ir presos por manifestar sin autorización de los 
Alcaldes.”15 

Este inconstitucional proceder de la Sala Constitucional, al secuestrar dicho 
derecho constitucional, imponiendo requisitos y limitaciones para su ejercicio que no 
están previstos en la ley, vicia de ilegitimidad dicha sentencia No. 257 de 25 de abril 
de 2014, y como cualquier otro acto legítimo de cualquier órgano del Estado, los 
ciudadanos tienen el derecho a desconocerlo en los términos del artículo 350 de la 
Constitución,16 sobre todo porque la Sala, en su actuación, no tiene quien la controle. 
Es por ello que solo el pueblo puede hacerlo. 

Paris / Roma, 25-27 de abril de 2014 
 

 

 

 

                                                           
15  Véase José Ignacio Hernández, “Sobre la decisión del TSJ y el derecho a la protesta, ”en 
Prodavinci, abril 2014, en http://prodavinci.com/blogs/sobre-la-decision-de-la-sala-constitucional-y-
el-derecho-a-la-protesta-por-jose-ignacio-hernandez/ En el mismo sentido, el Colegio de Abogados 
del Distrito Federal expresó que con “esta decisión, la Sala Constitucional creó, fabricó en forma 
inconstitucional e ilegal una prohibición que impide ejercer el derecho a la manifestación sin 
autorización. Además, advirtió que obviar esa autorización implica un delito penal, lo cual a su vez es 
inconstitucional, por cuanto viola la reserva legal para los delitos al crear un delito que no existe en la 
legislación venezolana vigente. Es decir: los ciudadanos pueden ir presos por manifestar sin 
autorización de la Primera Autoridad Civil del Municipio.” Concluye el Colegio observando que: “En 
consecuencia, estamos en presencia de una sentencia radicalmente nula por mandato de los artículos 
25 y 350 constitucionales, ya que entre otros graves vicios: a) conculca de hecho el derecho a la 
protesta cívica pacífica, b) suspende garantías constitucionales ad infinitum y viola convenios 
internacionales vinculantes c) crea un delito penal que no existe, d) somete a la libre voluntad del 
funcionario competente no solo el ejercicio del derecho a la protesta, sino también el lugar y tiempo 
para su realización, además, e) ordena a las policías municipales a violar la propia Constitución al 
imponerles el deber de disolver manifestaciones sin poder legalmente tener los equipos necesarios 
para ellos.” Véase “Pronunciamiento del Ilustre Colegio de Abogados de Caracas sobre la sentencia 
de la Sala Constitucional del Tribunal Supremo de Justicia que interpreta el derecho a manifestar”, 
Caracas 26 de abril de 2014. 
16 Es en definitiva lo planteado por Cipriano Heredia, Diputado al Consejo Legislativo del Estado 
Miranda: “A los venezolanos lo único que nos queda es aplicar por la vía de los hechos la 
Constitución y continuar manifestando con la simple notificación que es lo que exige la Ley, 
amparados en el artículo 68 de nuestra Carta magna", en “Heredia: Sentencia del TSJ apuntala talante 
dictatorial del Gobierno,” en El Universal, Caracas 28 de abril de 2014. 


